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El Gobierno de Costa Rica agradece a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la Organización de Estados Americanos la organización de esta reunión, en cumplimiento de la resolución 1931 (XXXIII-O/03), y expresa además el agradecimiento al Gobierno de Canadá por el apoyo financiero que brindó para la realización de la misma. Como contribuciones a las discusiones en esta reunión sobre las experiencias nacionales en la adopción de medidas antiterrorismo desde la perspectiva de los derechos humanos, Costa Rica se complace en compartir la información que a continuación se presenta.

1.- Aprobación de las convenciones internacionales sobre terrorismo y discusión de la Convención Interamericana

Costa Rica se ha sumado activamente a los esfuerzos de la comunidad internacional por combatir el terrorismo dentro del marco de estricto apego al Estado de Derecho y al Derecho Internacional, en particular el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario. En este sentido,  Costa Rica ha ratificado los doce tratados internacionales sobre terrorismo, así como la Convención de Naciones Unidas contra el Crimen Organizado Transnacional y sus tres protocolos. La Convención Interamericana contra el Terrorismo, sin embargo, fue presentada en noviembre de 2002 a la Asamblea Legislativa y todavía se encuentra en estudio en la Comisión de Relaciones Internacionales. 

La Comisión de Relaciones Internacionales convocó a dos expertos penalistas para que se pronunciaran sobre la Convención Interamericana. Las principales preocupaciones expresadas por los expertos penalistas, y retomadas por los señores diputados, giran en torno a la falta de una definición universal sobre terrorismo, y a las consecuencias que esto pueda tener en relación con las reglas de denegar el refugio y el asilo a personas ligadas con el terrorismo, así como con la regla de no considerar los actos terroristas como delitos políticos a efectos de no denegar la extradición de terroristas. 

Ante las dudas generadas a raíz de dichas comparecencias, el Punto de Contacto Nacional del CICTE en Costa Rica solicitó ser recibido por la Comisión, la cual le otorgó una audiencia. Durante la misma, el Punto de Contacto Nacional abordó una a una las principales dudas en torno a la Convención, y expuso varios argumentos para despejarlas, expresando de esta manera el apoyo del Gobierno de Costa Rica a la pronta aprobación de la Convención Interamericana.  Se argumentó que no es lo mismo una definición general y universal sobre terrorismo—que a la fecha no existe en la comunidad internacional—que una definición precisa sobre los actos terroristas, que sí está contenida en las diez convenciones internacionales que se mencionan en el artículo dos de la Convención Interamericana contra el Terrorismo. La mayoría de las conductas delictivas establecidas en las convenciones internacionales se encuentran ya contempladas en la legislación costarricense, principalmente el Código Penal y, al contar ya con una pena asignada en el propio Código, se cumple de esta forma el principio de legalidad en materia penal, que exige una descripción clara del delito y la asignación de una pena correspondiente. De esta manera, aun cuando no exista una definición general sobre terrorismo, no habrá imprecisiones al aplicar la Convención Interamericana o riesgos de abusos en los procesos de cooperación judicial, pues los actos terroristas sí están claramente definidos en las convenciones internacionales respectivas y en los delitos tipificados en la legislación nacional que recogen esas figuras delictivas. 

El Punto de Contacto Nacional argumentó también que si bien las reglas de la Convención Interamericana de denegar el refugio o el asilo a terroristas presentan limitaciones a estas figuras, estas limitaciones no son nuevas, pues ya constan tanto en la resolución 1373 (2001)—de acatamiento obligatorio para todos los Estados miembros de la ONU—como en los propios instrumentos internacionales que regulan estos derechos. Por ejemplo, la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, en su artículo 1.F, expresamente excluye de los beneficios de la Convención a la persona “respecto de la cual existan motivos para considerar...b) que ha cometido un grave delito común, fuera del país de refugio, antes de ser admitida en él como refugiada; c) que se ha hecho culpable de actos contrarios a las finalidades y a los principios de las Naciones Unidas...”  De manera similar, la Convención sobre Asilo Diplomático de 1954 establece, en su artículo III, que “No es lícito conceder asilo a personas que al tiempo de solicitarlo se encuentren inculpadas o procesadas en forma ante tribunales ordinarios competentes y por delitos comunes, o estén condenadas por tales delitos y por dichos tribunales, sin haber cumplido las penas respectivas…”  

En el tanto que los delitos de terrorismo se consideran delitos comunes, de por sí ya quedarían excluidos sus autores del otorgamiento del asilo o del refugio, según la normativa internacional vigente, independientemente de que la Convención Interamericana contra el Terrorismo lo establezco o no.

2.- Elaboración de nueva legislación costarricense antiterrorismo

Por otra parte, desde noviembre de 2002, el Gobierno de Costa Rica conformó una Comisión Interinstitucional para la Revisión de la Legislación Costarricense sobre Terrorismo, con el fin de revisar el marco jurídico nacional existente, identificar los vacíos y elaborar un proyecto de ley que pudiera incorporar los requerimientos de la resolución 1373 (2001), de las 12 convenciones internacionales sobre terrorismo, de las 8 recomendaciones especiales del GAFI sobre financiamiento al terrorismo y las observaciones que el Comité contra el Terrorismo del Consejo de Seguridad de la ONU le había hecho al país con ocasión del estudio de los informes presentados.

Luego de revisar el marco jurídico nacional, la Comisión Interinstitucional elaboró un proyecto de Ley para el Fortalecimiento de la Legislación sobre Terrorismo, que propone reformas al sistema jurídico nacional para adecuarlo a las exigencias actuales de combate al terrorismo. Este proyecto de ley ha sido presentado a la Asamblea Legislativa desde noviembre de 2003.

El proyecto de Ley propone, en primer lugar, reformas al Código Penal (Ley 4573 de 4 de mayo de 1970 y sus reformas) para que quede claramente establecido que las acciones de financiamiento al terrorismo y de reclutamiento de personas para cometer actos de terrorismo, dentro o fuera del país, constituyen delito, de conformidad con los requerimientos de la resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad. Esto se hace mediante reformas a los artículos 274 (Asociación ilícita) y 374 (Delitos de carácter internacional), de manera que se considere que las acciones de financiar o reclutar son modos de formar parte de una asociación ilícita dedicada a la comisión de actos terroristas.

Asimismo, el proyecto de Ley propone reformas a la “Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, legitimación de capitales y actividades conexas” (Ley 7786 de 30 de abril de 1998 y sus reformas mediante la Ley 8204 de diciembre de 2001) para ampliar las esferas de control de las transacciones financieras y el ámbito de acción, en este campo, del Instituto Costarricense sobre Drogas y su Unidad de Análisis Financiero (UAF), de manera que dichos controles puedan ser efectivos también para prevenir y detectar el financiamiento al terrorismo. En igual sentido, se introducen reformas para que las medidas sancionatorias que se establecen para los delitos de legitimación de capitales se apliquen también a los delitos relacionados con el financiamiento al terrorismo.

El tema se aborda de esa forma para aprovechar el marco jurídico y la experiencia existentes en cuanto a los controles financieros en Costa Rica, de manera que el país pueda dar cumplimiento a sus obligaciones internacionales con un mínimo de cambios en su legislación nacional. Particularmente en el caso de la prevención y represión del financiamiento al terrorismo, se estaría aprovechando el marco jurídico y la infraestructura y experiencia existentes en materia de control de lavado de activos, pues sería UAF, en conjunto con la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF), la Superintendencia General de Valores (SUGEVAL) y la Superintendencia General de Pensiones (SUPEN), quienes se encargarían de detectar y evitar el financiamiento al terrorismo. 

3.- Requisitos del debido proceso en el congelamiento de activos de personas ligadas al terrorismo

Se debe notar, sin embargo, que la dinámica del lavado de activos es diferente a la del financiamiento al terrorismo, pues en el primer caso primero se comete un delito y los recursos obtenidos de la comisión de ese delito se intentan legitimar, lo cual es otro delito en sí mismo. En el caso del financiamiento al terrorismo, por el contrario, podría ser que el origen de los fondos sea legítimo, y que el acto terrorista no se llegue a cometer. Por lo tanto, en la práctica, el principal medio para detectar la existencia de recursos que estarían destinados a financiar actos de terrorismo sería la información proveniente ya sea de una investigación nacional o en otro país. De hecho, el Consejo de Seguridad de la ONU distribuye periódicamente listas de personas y organizaciones ligadas al terrorismo, solicitando a todos los países que investiguen si existen cuentas bancarias u otros activos a su nombre y, en caso afirmativo, que se proceda a congelar dichos activos. 

Es importante tener en cuenta que en Costa Rica, para poder congelar una cuenta bancaria u otro tipo de activos, se requiere una orden judicial. Este aspecto es vital porque si las autoridades costarricenses quisieran levantar el secreto bancario y congelar los activos de alguna persona u organización incluida en las listas del Consejo de Seguridad de la ONU o de otro país, se debe contar primero con una orden judicial que autorice dicha medida administrativa. Por lo tanto, a pesar de que la resolución 1373 (2001) y otras solicitan a los Estados proceder a congelar de inmediato las cuentas de terroristas, para ello, y con el fin de evitar la violación de derechos constitucionales de las personas, se requerirá de previo una orden judicial que lo autorice. Esto implica que al recibirse esas listas de terroristas las instancias administrativas nacionales pueden hacer la investigación respectiva, pero si se detectaran activos a nombre de terroristas, estas instancias administrativas deberán trasladar el caso primero al Poder Judicial para que se abra la causa judicial respectiva que sirva de base para la solicitud del juez del levantamiento del secreto bancario y el congelamiento de los activos. Si la solicitud de congelamiento de fondos viniera de otro Estado, en el caso de que la investigación administrativa diera resultados positivos, se requerirá que ese otro Estado formalice mediante carta rogatoria la solicitud de congelamiento de fondos, lo cual a su vez requerirá que tiene que haber una causa penal abierta en ese otro Estado. Este aspecto es importante porque es un detalle que los países que tengan este mismo requisito legal deben tomar en cuenta a la hora de coordinar acciones de cooperación judicial en la lucha contra el terrorismo. Sobre todo, es claro que en Costa Rica no se puede levantar el secreto bancario y congelar activos sin una orden judicial, pues de lo contrario se podrían violar los principios del debido proceso. 

4.- El anteproyecto de ley especial sobre terrorismo

Por último, conviene mencionar que el Foro de Presidentes Legislativos de Centroamérica y la Cuenca del Caribe (FOPREL), con el apoyo de la Unidad para la Promoción de la Democracia de la OEA., se ha dado a la tarea de elaborar legislación antiterrorista uniforme para Centroamérica. Por iniciativa de los diputados, posiblemente a futuro la Asamblea Legislativa de Costa Rica conocerá el anteproyecto de ley especial para el país, que es más comprehensivo y complejo—incluye una definición general sobre terrorismo—aunque por lo tanto de discusión más difícil. Lo deseable sería lograr primero la aprobación del proyecto de Ley para el Fortalecimiento de la Legislación sobre Terrorismo, elaborado por el Poder Ejecutivo, pues es más sencillo y diseñado para permitir a Costa Rica poder cumplir con los compromisos internacionales con un mínimo de cambios en su legislación actual, para luego proceder a estudiar con calma el proyecto de FOPREL, el cual sin duda requerirá un análisis y debate más prolongado.
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